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Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia de 3 de mayo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, por medio de la cual se accedió a las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES: 

Las señoras LUZ BETTY BARINAS AGUIRRE y MARÍA ANA TILCIA AGUIRRE, quienes obran en nombre propio, actuando mediante apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa, presentaron demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Departamento de Casanare – Municipio de Yopal y el Colegio Jorge Eliécer Gaitán, con el objeto de obtener la declaratoria de responsabilidad de dichas entidades y la consecuencial indemnización por los perjuicios materiales y morales que se afirman irrogados, con ocasión de la muerte del menor HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE el día 2 de marzo de 1999.

Como pretensiones de la demanda fueron presentadas las siguientes (fol. 1 y 2 C. 1):

“PRIMERA.- Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a la Nación (Ministerio de Educación Nacional), al Departamento de Casanare, al Municipio de Yopal y al Colegio Jorge Eliécer Gaitán de Yopal, en forma solidaria, de los perjuicios causados a los demandantes con motivo de la muerte de Herithyenjeider Barinas Aguirre, en hechos ocurridos el día 2 de marzo de 1.999, en las instalaciones del colegio Jorge Eliécer Gaitán de la cuidad de Yopal.” 

“SEGUNDA.- Condenar a la Nación (Ministerio de Educación Nacional), al Departamento de Casanare, al Municipio de Yopal y al Colegio Jorge Eliécer Gaitán de Yopal, en forma solidaria, a pagar a cada uno de los demandantes el equivalente en pesos de las siguientes cantidades de oro fino según su precio internacional certificado por el Banco de la República a la fecha de ejecutoria de la sentencia de segunda instancia:”

“Para Luz Betty Barinas Aguirre y María Ana Tilcia Aguirre, mil quinientos (1.500) gramos de oro, para cada una, en su condición de madre y abuela materna de la víctima (sic).”

“TERCERA.- La Nación y/o el Departamento de Casanare y/o el Municipio de Yopal y/o el Colegio Jorge Eliécer Gaitán de Yopal,, en forma solidaria, por medio de los funcionarios a quienes corresponda la ejecución de la sentencia, dictarán dentro de los treinta (30) días siguientes a la comunicación de la misma, la resolución correspondiente en la cual se adoptarán las medidas necesarias para su cumplimiento, y pagarán intereses moratorios desde la ejecutoria del fallo hasta cuando efectivamente se cancele la condena”.  

2. Los hechos que sirven de fundamento a las pretensiones  de la demanda fueron relatados, en síntesis, de la siguiente forma (fol.  2 a 8 C 1.):

a) El joven Hernit Barinas, cursaba en el año de 1999 grado sexto en el colegio Jorge Eliécer Gaitán de Yopal, gozaba de buena salud, se dedicaba a estudiar y jugar en sus ratos libres; su madre era la señora Luz Betty Barinas Aguirre y su abuela materna la señora con quienes guardaba especiales relaciones de afecto y cariño.

b) El día 2 de marzo de 1999, en horas de la tarde, HERITHYENJEIDER Barinas se encontraba en el Colegio Jorge Eliécer Gaitán y hacia las 4:30 p.m., el menor salió al patio para disfrutar su hora de recreo, en eso, se acercó a uno de los muros del Colegio que colinda con el cementerio central de Yopal y éste se desplomó golpeando fuertemente su cabeza.

c) Los compañeros de Hernit Barinas, al verlo herido, pidieron ayuda al profesor Rigoberto Varón, pero cuando llegó el citado profesor el joven no tenía signos vitales.

d) Según la demanda, la muerte del joven Barinas se produjo como consecuencia de una grave falla de la administración porque se permitió desarrollar una actividad educativa en un lugar que presentaba deficiencias estructurales que sugería condiciones de peligro inminente para los alumnos.

e) Aunado a lo anterior, hubo un incumplimiento del deber de resultado que tenían las entidades públicas demandadas, por cuanto el joven fue dejado por sus padres en buen estado de salud y se lo entregaron muerto, debido al descuido y negligencia de las entidades llamadas al proceso como demandadas, así: 

· Las autoridades del Colegio autorizaron y permitieron desarrollar actividades estudiantiles, no obstante las deterioradas condiciones en que se encontraban las instalaciones.

· El lugar que representaba peligro para las personas no se encontraba señalizado ni se advirtió tal situación por ningún otro medio de precaución,

· Ninguno de los profesores, ni en general las autoridades del Colegio estuvieron pendientes de los alumnos durante la hora de recreo, por esa razón, ninguno de ellos se percató de la ocurrencia del hecho trágico.

f) Afirma el apoderado de las demandantes que tanto la madre como la abuela del menor fallecido han sufrido una profunda aflicción y dolor por su deceso, ello se traduce en la causación de un perjuicio moral que debe ser indemnizado. 

3. Admitida y notificada la demanda (fol. 23 a 29 C. 1), fue contestada la misma por las entidades demandados a través de apoderado judicial, a excepción del municipio de Yopal quien no presentó escrito de contestación alguno dentro del término de fijación en lista.

El apoderado de la Nación – Ministerio de Educación Nacional se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda en relación con esa entidad; frente a los hechos admite algunos y manifiesta atenerse a lo que resulte probado dentro del proceso en aquellos que no le constan. Propuso la excepción de indebida representación teniendo en cuenta que el Ministerio de Educación Nacional no puede ser objeto de imputación en el caso, pues bajo la figura de la descentralización de la educación, le corresponde al Departamento de Casanare prestar el servicio educativo de manera autónoma y con los recursos que son transferidos del situado fiscal. Por lo anterior solicitó excluir del proceso a su representada (fol. 36 a 41 C.1).

Por su parte, el apoderado del Departamento de Casanare, que también lo es del Colegio Jorge Eliécer Gaitán, se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda y en relación con los hechos aclaró que no son ciertas las afirmaciones realizadas en la demanda e insiste en que: “No es cierto como lo narra el demandante. En el momento de sonar el timbre que avisa la salida al recreo, el alumno mencionado junto con otros compañeros (entre quienes se puede mencionar a Juan Carlos Lozada), inició su recorrido apresurado hacia el patio que colinda con el cementerio central de Yopal. Al llegar allí el joven Barinas Aguirre le dio un puntapie (sic) al Balón y este fue a caer a los predios del cementerio central. Este joven junto con…fueron a rescatar el balón pero no buscaron salir por la portería del colegio e ingresar por la puerta del cementerio sino que más bien buscaron el camino más corto que era trepar por el muro del Colegio, pasar luego el muro del cementerio y volver por el mismo sitio. Esta acción se encuentra prohibida por el manual de convivencia adoptado por el colegio lo cual implica que los mencionados alumnos a su cuenta y riesgo y con plena consciencia de su acto, trasgredieron una norma de disciplina del colegio donde estudiaba. Al volver del recorrido luego de rescatar el balón, el joven Barinas Aguirre buscó el sitio más peligroso para regresar al colegio con tan mala fortuna que al intentar pasar por el arco de concreto donde existe una malla protectora para evitar el paso, el muchacho se enredó, se aferró al arco y cayó al suelo junto con la estructura en arco del muro del cementerio…se debe precisar que el arco que se cayó no pertenece al colegio sino al cementerio central que es administrado directamente por el Municipio de Yopal…No es cierto lo que afirma el demandante. No hubo descuido ni negligencia por parte de las autoridades educativas del plantel ni por parte de las autoridades Departamentales del Casanare, ya que la muerte del joven citado se produjo por no respetar las normas de convivencia que rigen para los alumnos del citado centro educativo…El plantel cuenta con las instalaciones adecuadas especialmente en cuanto se refiere a los muros que delimitan su predio. Todos los muros se han construido con las especificaciones técnicas apropiadas…se reitera el pedazo de muro que se derrumbó, pertenece al cementerio central y que su derrumbamiento se debió a la presión a que fue sometido cuando el alumno fallecido se aferró a él para evitar caer al patio del colegio…Para el caso que nos ocupa, el arco del muro se vino al suelo...”
Propuso como excepciones: 

· Falta de legitimación en la causa por activa en relación con la señora María Ana Tilcia Aguirre, por cuanto en el expediente no aparece ninguna prueba de parentesco con la víctima.

· Inexistencia de falla en el servicio (fol. 42 a 61 C.1).

4. El proceso se abrió a pruebas mediante auto de 17 de febrero de 2000 (fol. 66 a 68 C. 1). Vencido el período probatorio se fijó fecha para audiencia de conciliación resultando fracasada y se ordenó correr traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión mediante auto de 5 de octubre de 2000 (fol. 86 C. 1)

5. Dentro del término para alegar de conclusión, el apoderado de la parte demandante afirmó la existencia de responsabilidad de las entidades demandadas por considerar que el daño antijurídico se encontraba debidamente acreditado. Reiteró los argumentos de hecho y de derecho que esgrimió en la demanda (fol.  89 a 93 C.1). 

Por su parte, el apoderado del Municipio de Yopal solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda, por considerar que no existió relación de causalidad entre el hecho acaecido en el colegio Jorge Eliécer Gaitán y el municipio de Yopal, afirmó que no puede existir responsabilidad por un hecho o por un omisión que no está dentro de su esfera administrativa (fol. 98 a 101 C. 1). 

6. Mediante sentencia de 3 de mayo de 2001, el Tribunal Contencioso Administrativo de Casanare accedió a las pretensiones de la demanda (fol. 102 a 112 C. principal), decisión en contra de la cual fue interpuesto recurso de apelación por parte del apoderado del Departamento de Casanare y del Colegio Jorge Eliécer Gaitán (fol. 116 a 118 Cuaderno Principal), admitido por esta Corporación mediante auto de 6 de septiembre de 2001 (fol. 125 Cuaderno Principal).

7. Mediante auto de 1 de noviembre de 2001, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto (fol. 127 C. principal). 

El apoderado de la parte actora manifestó que comparte plenamente la decisión adoptada por el Tribunal de primera instancia al declarar la responsabilidad patrimonial de las entidades demandadas, consideró que existió una protuberante falla del servicio la cual se encontró debidamente acreditada con el material probatorio allegado al proceso, falla que se evidenció, entre otras cosas, en la negligencia de las autoridades del plantel y en la inadecuada infraestructura en relación con los muros que rodean el área del patio como quedó evidenciado con el acta de inspección del cadáver donde se señala que los muros del colegio tan solo medían 1.10 metros. (fol. 128 a 133 C. principal).

El apoderado de la Nación – Ministerio de Educación, así como el apoderado del municipio de Yopal y el delegado del Ministerio Público, no hicieron uso del respectivo término. 

II. LA SENTENCIA APELADA:


El Tribunal Administrativo de Casanare, accedió a las pretensiones de la demanda, así sostuvo: 

“…Con el anterior material probatorio, y demás pruebas practicadas y allegadas al expediente se demuestra con claridad el primer elemento que estructura la responsabilidad. Pues las autoridades educativas actuaron negligentemente al no advertir el peligro que corrían sus alumnos, ni prestaron vigilancia debida para salvaguardar la vida de sus educandos.”

“Así las cosas, en este asunto se evidencia que la muerte de Herithyenjeider (sic) Barinas Aguirre se produjo por una grave falla de la administración, porque se permitió desarrollar la función educativa a un colegio con unas instalaciones precarias, pues las demandadas no adoptaron las medidas necesarias e indispensables que adviertan (sic) el estado de deterioro de la construcción contigua al colegio en el sentido de solicitar su demolición o instalar señales que adviertan el peligro o asilar o impedir el acceso conforme a la situación de ruina que allí se presentaba, pero se advierte en el plenario, que oficiaron al burgomaestre local pero al día siguiente del deceso del joven Barinas (fl. 14 C.2) cuando la obligación de las autoridades era prevenir cualquier hecho dañoso para sus alumnos, y no con posterioridad como ocurrió en este caso.”

“De otra parte se advierte que en este asunto hubo incumplimiento en la obligación de resultado, pues las entidades públicas demandadas, tenían la obligación legal de entregar al joven en las mismas circunstancias que su progenitora lo entregó, en buen estado de salud, y se lo entregaron muerto, debido al descuido y la negligencia de las autoridades citadas al proceso como demandadas, así se desprende de la versión rendida por el profesor Rigoberto Barón Pineda (fl 44 a 48 C.2), los padres dejan en manos de la institución estudiantil a sus hijos para su formación integral, ello conlleva una responsabilidad del colegio y de las entidades públicas demandadas porque el cuidado de sus vidas pasa a manos de las personas encargadas de la institución, por cuanto son quienes tienen contacto directo con sus alumnos y al tenor de lo dispuesto en el artículo 2347 del C.C. que consagra la responsabilidad de indemnizar el daño de aquellos que estuvieren bajo su cuidado.”

“Así los directores de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos mientras están bajo su cuidado.”

“De otro lado los muros que encerraban el establecimiento no tenían los mínimos requisitos de seguridad lo cual creaba un peligro constante e inminente a sus alumnos, pues unos advierten que los niños más pequeños pasaban por un hueco pero, los más grandes optaron por subir por el muro, para efectos de rescatar el balón con el que jugaban en el recreo ello se desprende de la declaración rendida por el profesor Varón (sic) Pineda, pues todas las circunstancias de la trágica muerte de Herithyenjeider (sic) fue comentada por los compañeros del menor, porque ninguna autoridad administrativa, ni profesores del establecimiento presenciaron el hecho, éstos se enteraron porque los niños solicitaron ayuda.”  

“(…)”

“Falla”

“Primero. Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, Departamento de Casanare, Municipio de Yopal y Colegio Jorge Eliécer Gaitán, en forma solidaria, por los perjuicios ocasionados a las demandantes con motivo de la muerte de su hijo y nieto Herithyenjeider (sic) Barinas, conforme a las motivaciones de esta providencia.”

“Segundo. Como consecuencia de la anterior declaración, se condena en forma solidaria a los entes responsables a reconocer a Luz Betty Barinas Aguirre por concepto de perjuicios morales, el equivalente en pesos de mil (1000) y a María Ana Tilcia Aguirre 500 gramos de oro fino según su precio internacional certificado por el Banco de la República a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, en su calidad de madre y abuela (sic) materna de la víctima.”

“(…)”   

III. EL RECURSO DE APELACIÓN.

El apoderado de la parte demandada (Departamento de Yopal y Colegio Jorge Eliécer Gaitán) dentro del término legal, sustentó el recurso de apelación, esgrimiendo lo siguiente (fol. 114 a 116 C. principal): 

“…Se demostró que los hechos no sucedieron como los relató la parte actora en el momento de la demanda. Veamos porque (sic):

a.- El alumno no se acercó desprevenidamente al muro. Por el contrario, el alumno, conociendo las reglas del manual de convivencia del Colegio se trepó y traspasó el muro que colinda con el cementerio local, sin autorización de ningún docente y cuando estaba de regreso por la misma ruta se agarró de un arco perteneciente al muro del cementerio con tan mala suerte que se enredó y al tratar de sostenerse en una arco no diseñado para aguantar presión, éste se derrumbó junto con el alumno y en la caída, le pegó en la cabeza causándole la muerte.”

b.- Ni las autoridades ni los profesores estaban permitiendo o desarrollando actividades sin contar con instalaciones adecuadas. Por el contrario, no sólo con el material documental que se aportó con la demanda (fotos) sino también con los testimonios recibidos se demostró que los muros que circundan o delimitan el Colegio Jorge Eliécer Gaitán no tienen más de cinco años de construidos y que no fue ninguno de estos muros los que se derrumbaron, pues ninguno de ellos sirve como muro medianero entre el cementerio y el colegio. Tanto el Colegio como el Cementerio tiene sus propios muros y el que se cayó pertenece al cementerio y no al colegio. Por esta razón es cierto lo que dice el demandante en cuanto a que el colegio no había hecho ningún tipo de arreglo a los muros pero por la obvia razón de que los muros de propiedad del colegio son resistentes y están diseñados para las actividades que allí desarrollan y no han sufrido ningún deterioro ni por el accidente relatado donde perdió la vida el menor ni por ninguna otra causa.”

“(…)”

“…Dentro del proceso sí se demostró que la tragedia ocurrió por culpa de la víctima ya que dentro del manual de convivencia que se aportó al proceso se señala como una prohibición para los alumnos sujeta a sanciones, el salir del colegio por lugares diferentes a las puertas de acceso. Y es de anotar que por la edad del alumno, éste tenía suficiente edad para razonar que la conducta que lo llevó a la muerte estaba prohibida…No se encuentra dentro del material probatorio recaudado en este debate que el encargado de la disciplina le hubiera negado el permiso para salir a rescatar el balón, razón que si (sic) hubiera sido suficiente para demostrar una eventual responsabilidad del Estado al no haber permitido al alumno actuar dentro de los cánones de la razón y la mesura…” (fol. 116 a 118 C. principal) 

IV.- CONSIDERACIONES

Pretenden las demandantes en el sub iudice que la Nación (Ministerio de Educación Nacional), el Departamento de Casanare, el Municipio de Yopal y el Colegio Jorge Eliécer Gaitán de Yopal, sean declarados patrimonialmente responsables por los perjuicios ocasionados como consecuencia de la muerte de HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, ocurrida el día 2 de marzo de 1999, luego de caer desde un muro que colindaba con las instalaciones del colegio Jorge Eliécer Gaitán. 

V.- Para acreditar los supuestos fácticos de la demanda y de la defensa, se allegaron los siguientes medios de prueba:

1.- Certificado del registro civil de nacimiento correspondiente HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, donde consta que es hijo de la señora LUZ BETTY BARINAS AGUIRRE y que nació el día 9 de enero de 1986 (fol. 15 C. 1). 

2.- Certificado del registro civil de nacimiento correspondiente a la señora LUZ BETTY BARINAS AGUIRRE, donde consta que es hija de la señora MARÍA ANA TILCIA AGUIRRE (fol. 61 C. prueba). 

3.- Fotocopia auténtica del registro civil de defunción correspondiente al menor HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, donde se observa que falleció el día 2 de marzo de 1999 (fol.16 C. 1).  

4.- Fotocopia auténtica del acta de la diligencia de inspección de cadáver No. 011 correspondiente al menor HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE (fol. 29 y 30  C. 1) donde se lee lo siguiente:

“…Patio de recreación de la concentración, costado oriental se encuentra el cadáver de un menor de edad cerca de un muro que encierra el patio, cerca a un árbol de este sitio los miembros de la SIJIN levantarán el correspondiente plano. EVIDENCIAS HALLADAS: Tres bloques compuestos de cemento moldeado muro (sic) dos en cuadrante y uno en forma angular, se encuentran a escasos centímetros del occiso…”

5.- Fotografías de un muro sin alteraciones estructurales sustanciales, allí se observan vestigios de ladrillos en el piso que al parecer correspondían a una forma de arco pequeño elaborado en la parte superior de éste como elemento de ornato, colapsado, a folio 55 del cuaderno de pruebas obra acta de la diligencia del reconocimiento de documento realizado por el señor Alirio Cuevas donde manifiesta que las fotografías fueron tomadas el 14 de marzo de 1999 en horas de la mañana (fol. 19 y 20); debe aclararse que a pesar haber transcurrido algo más de 10 días entre la fecha del insuceso y la fecha en que fue retratado el muro, las entidades demandadas a través de sus apoderados admiten su contenido y parten de las imágenes allí contenidas para manifestar que efectivamente corresponden a las del muro que pertenece al cementerio central de Yopal, el mismo que escaló el menor fallecido para recuperar su balón, es decir, aceptan el medio de prueba y lo usan para estructurar incluso la defensa con base en ellas (fol.19 y 20 C.1).

6.- Oficio de 24 de marzo de 2000, suscrito por el rector del Colegio Jorge Eliécer Gaitán donde se informa lo siguiente (fol. 12 y 13 C.1): 

“Con motivo de la muerte del estudiante HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, el colegio como Institución no hizo ninguna investigación debido a que no le corresponde ni por competencia ni por funciones. 

“Del hecho se pasó un informe por parte del coordinador de la jornada el cual recibí y anexo con este oficio. Aclaro que el muro que cayó sobre el alumno no es del colegio sino del cementerio.” 

“De los hechos como rector informe (sic) verbalmente a la dirección del Núcleo Educativo No. 002 de Yopal basado en el informe suscrito por el coordinador.”

“Se anexa el manual de convivencia vigente para el plantel. En cuanto estatutos, las instituciones educativas se rigen por las normas Nacionales contenidas en la Ley 115 de 1994 y sus decretos reglamentarios.” 

“El pago de los docentes y empleados se hace con cargo a los recursos propios del Departamento y el situado Fiscal los cuales se giran a través del Departamento del Casanare. En síntesis tanto los docentes como administrativos tienen el carácter de empelados del orden Departamental.”  

“(…)”

“El alumno se encontraba matriculado para el año lectivo 1999 y cursaba grado sexto de educación básica.” 

7.- Acta de la necropsia practicada en el cadáver de HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, donde se concluye: “…ADOLECENTE DE 14 AÑOS QUIEN FALLECE POR SHOCK NEUROGÉNICO DEBIDO A TRAUMA CRANEO – ENCEFÁLICO SEVERO ACCIDENTAL POR ELEMENTO CONTUNDENTE…” (fol. 76 C. pruebas). 

8. - Acta de la audiencia de testimonio vertido por los señores Rigoberto Barón Pineda, José Miguel Gómez Ojeda y Cediel Rios Chaparro, quienes declararon, en síntesis, lo siguiente (fol. 44 a 52 C. pruebas):

Rigoberto Barón Pineda: “…Hacía pocos segundos que había sonado el timbre para salir a descanso, cuando un niño se me acercó a la sala de profesores y me informó que un niño se había caído de un árbol y estaba echando sangre por la boca, cuando llegué al lugar donde estaba el mencionado niño, estaba allí parado frente a él el profesor Ignacio Salcedo quien me dijo el niño ya está muerto. Acto seguido llamé a la policía, lo mismo que a la madre del niño muerto…sobre el muro mencionado no puedo dar ningún concepto, le aclaro que ese muro no corresponde a la pared que pertenece al colegio sino al cementerio, porque la pared que pertenece al colegio Jorge Eliécer Gaitán es más o menos uno con cincuenta construido en ladrillo y sobre éste una malla tejida de más o menos otro uno con cincuenta y pegado a éste está la pared que delimita al cementerio…aparentemente ese muro que estaba sobre la pared del cementerio se veía bien, se veía correcto porque allí era un lugar donde poco se transita…no había ninguna señalización puesto que en ningún momento se notó que esas paredes corrieran peligro para los estudiantes (sic)…los niños compañeros valga la rebundancia (sic) Barinas (sic), al otro día de su muerte me comentaron que al sonar el timbre para recreo salieron corriendo hacia la pared y el niño Barinas le dio un puntapié al balón iendo (sic) a parar dentro del cementerio, el finado Barinas y otro niño que no me acuerdo el nombre, treparon por el pequeño muro del colegio, luego siguieron por la pared del cementerio saltaron hacia adentro y votaron (sic) el balón a predios del colegio de regreso cuando treparon nuevamente la pared del cementerio, quien lo acompañaba le dijo al niño Barinas, vamos por aquí, el niño Barinas redijo yo salto por este lado, dice el niño que Barinas se enredó un poco y al agarrase del arco que estaba sobre la pared del cementerio lo movió y cuando él giró para saltar a predios del colegio el murio (sic) le cayó en la cabeza y calleron (sic) ambos al predio del colegio, los niños me dijeron que ya el niño en el piso el muro le quedó sobre la cabeza y que ellos lo retiraron cuando vieron que hechó (sic) sangre por los oídos, la boca y la nariz y que no se movió y en ese momento corrieron a buscarme, otros consiguieron una bolsa de agua para darle de tomar pero que él ya no se movió…El día del accidente ningún profesor estaba fuera de los salones puesto que cuando sonó el timbre dicen los niños ellos estaban listos para ir a coger el sitio para jugar antes de que llegaran otros, por esa razón los demás cursos y profesores no salían a recreo, allí existe turno de vigilancia para los descansos de dos profesores, puesto que el lugar de descanso es pequeño…no existen lugares de peligro…”  

José Miguel Gómez Ojeda: “…Hace unos años que nos conocimos, también por vecinos, la mamá abuela se llama Ana Tuilicia (sic) Barinas y la madre se llama Luz Betty Barinas, el menor vivía con ellas dos…la mamá, la abuela, las tías y los tíos. Las vi llorar porque tengo un local en la misma casa…el estado de ánimo depresivo, no están lo mismo que cuando estaba vivo y es más no tiene más hijos…”

VI.- Apreciado el material probatorio allegado al proceso y haciendo un análisis objetivo y comparativo de tales medios de convicción para llegar a una conclusión, dentro de lo razonable, sobre los elementos de hecho de la demanda y de la defensa (artículo 187 C. de P.C.), encuentra acreditado la Sala que:

1.- El joven HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, era hijo de la señora LUZ BETTY BARINAS AGUIRRE y a su vez nieto de la señora MARÍA ANA TILCIA AGUIRRE. 

2.- El menor HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, falleció el día 2 de marzo de 1999 durante el tiempo de descanso previsto para la jornada escolar del grado 6º del colegio Jorge Eliécer Gaitán ubicado en el municipio de Yopal de donde era alumno.  

3.- La causa de su muerte fue un “…SHOCK NEUROGÉNICO DEBIDO A TRAUMA CRANEO – ENCEFÁLICO SEVERO ACCIDENTAL POR ELEMENTO CONTUNDENTE…” luego de haber trepado por sus propios medios un muro cercano a las instalaciones del colegio donde estudiaba con la finalidad de recuperar un balón con el que jugaba e hizo que colapsara un arco elaborado en ladrillo y concreto que servía de ornato en la parte superior de la pared, el mismo que lo impactó en la cabeza en el momento de la caída.

4.- Las demandantes han sufrido un perjuicio moral por la muerte del menor.

Previo a decidir sobre el fondo del asunto se resolverá lo correspondiente  a los medios exceptivos propuestos por las entidades demandadas Nación –Ministerio de Educación Nacional, Departamento de Casanare y Colegio Jorge Eliécer Gaitán.

Indebida Representación: El apoderado de la Nación – Ministerio de Educación Nacional propuso la referida excepción bajo el argumento según el cual, la entidad no puede ser objeto de imputación a raíz del proceso de descentralización de la educación que ha previsto autonomía presupuestal y financiera, en este caso, al Departamento de Casanare, razón por la que la prestación del servicio educativo se encuentra a cargo y es responsabilidad el ente territorial.

La Sala encuentra que le asiste razón al apoderado básicamente porque el Ministerio de Educación Nacional no ejerce ninguna actividad de custodia sobre los alumnos del plantel, ni de control o vigilancia sobre el personal administrativo, docente o sobre la infraestructura y las condiciones de ésta para prestar el servicio educativo, la referidas labores han sido encomendadas a los municipios y departamentos de las zonas a donde pertenezca la institución educativa de conformidad con las disposiciones de la ley 29 de 1989 y que básicamente descentralizó las funciones no sólo educativas sino también las de control.

Prospera la excepción.

Falta de legitimación en la causa por activa e Inexistencia de la falla en el servicio: El apoderado del Departamento de Casanare y del colegio Jorge Eliécer Gaitán propone la primera excepción en relación con la señora María Ana Tilcia Aguirre, señalando que dentro de las pruebas allegadas con la demanda no existe ningún documento que acredite su parentesco con la víctima.

La Sala, del análisis de las pruebas allegadas al expediente encontró a acreditada la condición en la que concurrió la señora María Ana Tilcia Aguirre al proceso, y su parentesco con la víctima. En efecto se encuentra probado que la referida señora era la abuela del menor fallecido.

No prospera la excepción. 

En relación con la excepción de inexistencia de la falla en el servicio debe señalarse que esta carece de tal connotación, pues su formulación o planteamiento no está dirigido a enervar las pretensiones procesales a través de elementos que las extingan, modifiquen o dilaten, sino que se encuentra encaminada a reaurgüir los supuestos fácticos que erigen la acción en ejercicio del genérico derecho de defensa que le asiste.

VII.- La sentencia apelada se confirmará en cuanto a la declaratoria de responsabilidad teniendo en cuenta que en el presente proceso se hallan acreditados los elementos que estructuran la responsabilidad del Estado en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, sin embargo, será modificada para absolver a una de las entidades demandadas en contra de la cual se profirió sentencia condenatoria en primera instancia, y para declarar la excepción anteriormente probada. 

De una correcta interpretación de la demanda y de las pruebas allegadas al expediente, se infiere que se presentó una falla en el servicio por parte de las entidades demandadas, por omisión en el deber de cuidado de los miembros del cuerpo directivo y docente de la Institución que tenía a su cargo el cuidado y la custodia del menor, responsabilidad que se encontraba deferida en ellos desde el instante en que el menor ingresaba a las institución educativa y hasta cuando finalizara la jornada escolar, evento en el que se supone, retornaría a su hogar.

En efecto, el menor HERITHYENJEIDER BARINAS AGUIRRE, estudiante del colegio Jorge Eliécer Gaitán desplegó básicamente una conducta imprudente que a la postre provocó su propia muerte, sin embrago, resulta lógico que las actuaciones de los menores resultan imprudentes por la poca capacidad y experiencia con la que cuentan para dimensionar los peligros que puede representar una maniobra, como en el caso analizado, escalar un muro. 

Tal y como lo develan los testimonios recaudados, el joven BARINAS AGUIRRE tuvo suficiente tiempo para evadirse del perímetro de la concentración escolar y trepar el muro del cementerio municipal en busca de su balón, sin que ninguna de las personas del cuerpo directivo o docente advirtieran esa situación, de hecho, solamente hasta cuando el menor se desplomó desde la parte alta del muro cayendo inconsciente al piso, algunos de sus compañeros acudieron al recinto donde se encontraba el profesor que dictaba la clase antecedente a la hora de receso y ese instante se advirtió la ocurrencia del infortunio a una persona que hacía parte del cuerpo docente.  

Frente a lo anterior es claro que el descuido hacia los estudiantes por parte de quienes deberían vigilar sus actos, determinó la ocurrencia de la tragedia, pues el fallecido joven escapó del colegio y escaló el muro sin que existiera el más mínimo reproche o la mas remota advertencia sobre la imprudencia que constituía subir a un muro y el peligro que ello implicaba eventualmente para su vida, como sucedió.

Si bien es cierto, el joven desafió el peligro que representa trepar un muro que no está precisamente concebido para tal actividad, y de manera accidental ejerció presión sobre una estructura que no estaba construida precisamente para soportar ese tipo de abusos porque como se ha señalado, su elaboración o diseño tiene una finalidad estrictamente decorativa y por esa misma razón su construcción no fue prevista para soportar el peso o la presión que una persona ejerciera sobre ella, una advertencia en ese sentido era lo mínimo que podían hacer las personas que en esa oportunidad velaban por la integridad del menor y de sus compañeros aún cuando lo ideal hubiese sido impedir tal conducta; se trataba de un joven aún intrépido e imprudente como cualquiera puede serlo en esa edad, en esas condiciones igualmente pudo ocurrir que no fuera él la víctima sino cualquier otro menor.

Indiscutiblemente, las circunstancias anteriormente indicadas contribuyeron a la producción del hecho dañoso y determinaron su ocurrencia en forma total; las autoridades institucionales incumplieron su deber de cuidado y no pueden excusarse en que la víctima no acató las normas de convivencia del colegio, razón por la que no es dable alegar la culpa exclusiva de la víctima con miras a enervar la responsabilidad que se depreca en relación con las entidades demandadas. 

El artículo 2347 del Código Civil señala al respecto: 

“…Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar el daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado…”

“(…)”

“…Así, los directores de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos mientras están bajo su cuidado, y los artesanos y empresarios del hecho de sus aprendices, o dependientes, en el mismo caso…”

“(…)”

En relación con el tema de responsabilidad de los menores a cargo de instituciones educativas, la Sala ha precisado
 que la custodia ejercida por el establecimiento educativo debe mantenerse no sólo durante el tiempo que el alumno pasa en sus instalaciones, sino también durante el que dedica a la realización de otras actividades educativas o de recreación promovidas por éste, incluyendo paseos, excursiones, viajes y demás eventos tendientes al desarrollo de programas escolares. 
En sentencia de 7 de septiembre de 2004, la Sala hizo consideraciones sobre la relación de subordinación existente entre el docente y el alumno, debido a la posición de garantía que ostenta el primero en razón de su autoridad, lo cual le crea no sólo el compromiso sino la responsabilidad de impedir que el segundo actúe de una forma imprudente
. Consideró la Sala en esta oportunidad, que los establecimientos educativos deben adoptar una serie de medidas de seguridad que garanticen la integridad física de los alumnos, no solo respecto de los daños que puedan causarse a si mismos sino de aquellos que puedan ocasionar a los demás: 

“...si bien dentro de las nuevas tendencias pedagógicas, la educación que se imparte en los colegios debe respetar ciertos parámetros de libertad y autonomía, ello no obsta para que se adopten las medidas de seguridad necesarias con el fin de garantizar la integridad física de los alumnos, respetando desde luego la independencia que se les otorga.

“Este deber encuentra su fundamento en la protección que debe brindarse al alumno, no sólo respecto de los daños que éste pueda causarse a sí mismo, sino también de los que pueda ocasionar a los demás.

“El centro educativo se erige en garante y adquiere la obligación de responder por los actos del educando que pudieran lesionar derechos propios o ajenos, es decir, que la obligación de cuidado de los maestros con respecto a los alumnos origina responsabilidad de los centros educativos y de los mismos maestros por cualquier daño que los alumnos puedan llegar a causar o sufrir, aunque aquellos pueden exonerarse de responsabilidad si demuestran que actuaron con absoluta diligencia o que el hecho se produjo por fuerza mayor, caso fortuito o culpa exclusiva de la víctima. 

“Así lo establece el inciso final del artículo 2347 del Código Civil: ‘Pero cesará la responsabilidad de tales personas, si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho’.

“Debe advertirse que el deber de vigilancia de los centros educativos por los daños que causen o puedan sufrir los alumnos, es inversamente proporcional a su edad o capacidad de discernimiento, es decir, es mayor frente a alumnos menores o con limitaciones físicas o sicológicas, pero será más moderado en relación con alumnos mayores de edad. Es decir, aunque los centros educativos mantienen el deber de seguridad y cuidado sobre todos los alumnos, es claro que entre más avanzada sea la edad de los mismos, mayor libertad de decisión deberá concedérseles y por lo tanto, el deber de vigilancia se mantendrá para advertirles del peligro, prohibirles el ejercicio de actividades que puedan representarles riesgos y rodearlos de todas las medidas de seguridad aconsejables. 

No obstante, sin consideración a la edad de los alumnos, las entidades educativas responderán por los daños que se generen como consecuencia de los riesgos que ellas mismas creen en el ejercicio de las actividades académicas, sin que le sea exigible a los alumnos y padres asumir una actitud prevenida frente a esas eventualidades, en razón de la confianza que debe animar las relaciones entre educandos, directores y docentes. Así por ejemplo, los establecimientos educativos y los docentes responderán por los daños que se cause en ejercicio de una práctica de laboratorio, cuando el profesor encargado de la clase confunda sustancias químicas y ocasione una explosión en la que muere o resulta lesionado el alumno que las manipulaba. En este caso, es evidente la responsabilidad de la institución educativa y del docente, pues es éste quien posee la instrucción académica necesaria para hacer seguras dichas prácticas, sin que sea exigible a los alumnos y padres cerciorarse previamente de la corrección de tales prácticas”
.

De igual forma ha reiterado la Sala que el centro educativo asume una posición de garante en relación con sus alumnos y por ende la obligación de responder por los daños que éstos sufran o causen a terceros, siendo posible su exoneración demostrando su diligencia o la existencia de una causa extraña, en virtud de lo consagrado en el artículo 2347 del Código Civil
, situación que en presente caso no se evidencia por parte alguna.

En otros pronunciamientos hechos en casos similares relacionados con accidentes ocurridos en actividades escolares, la Sala ha deducido la responsabilidad de los centros educativos por la falta de vigilancia sobre los alumnos, aún en la realización de actividades recreativas, cuando no se extreman las medidas de seguridad para evitar el peligro que éstos puedan sufrir. No obstante, en esas decisiones se ha reconocido que, inclusive en relación con alumnos menores de edad hay lugar a analizar si su conducta contribuyó igualmente a la realización del daño, para disminuir el valor de la indemnización.

Debe advertirse, en relación con la responsabilidad que se depreca respecto del municipio, que no se estructura en forma alguna, pues lo probado en el proceso indica que, en muro como tal no se desplomó, lo que colapsó fue un elemento de ornato elaborado en la parte alta de éste y que tenía forma de arco, por consiguiente el muro no amenazaba ruina como se pretendió presentar en la demanda, de manera que el hecho dañoso por cuya indemnización se reclama no resulta imputable a la administración del ente municipal demandado. 

Teniendo en cuenta que el fallo de primera instancia condena a la entidad demandada a pagar a la madre y a la abuela del menor la suma equivalente a 1000 y 500 gramos de oro, respectivamente, y que actualmente la jurisprudencia de esta Corporación
 ha ordenado que las tasaciones para las indemnizaciones de perjuicios se realicen tomando como base el salario mínimo mensual legal vigente, se ordenará pagar a las sumas equivalentes a cien salarios mínimos mensuales legales vigentes (100 s.m.m.l.v.) para la señora Luz Betty Barinas Aguirre y cincuenta salarios mínimos mensuales legales vigentes (50 s.m.m.l.v.) para la señora María Ana Tilcia Aguirre.

No habrá lugar a condena en costas teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes, de conformidad con las previsiones relativas al artículo 171 del Código Contencioso Administrativo.

En mérito de lo expuesto, El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A:

PRIMERO.- DECLÁRASE probada la excepción de indebida representación propuesta por el apoderado de la Nación – Ministerio de Educación Nacional.

SEGUNDO.- NIÉGANSE las pretensiones de la demanda en relación con el municipio de Yopal (Casanare).

TERCERO.- DECLÁRASE patrimonialmente responsable al Departamento de Casanare y al Colegio Jorge Eliécer Gaitán de forma solidaria, por la muerte del menor HERITHYENJEIDER BARINAS de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.

CUARTO.- CONDÉNASE  al Departamento de Casanare y al Colegio Jorge Eliécer Gaitán, de forma solidaria, a pagar las siguientes cantidades de dinero a título de indemnización por perjuicios morales: 

· La suma equivalente a cien salarios mínimos mensuales legales vigentes (100 s.m.m.l.v.) para la señora Luz Betty Barinas Aguirre, en su calidad de madre de la víctima.

· La suma equivalente a cincuenta salarios mínimos mensuales legales vigentes (50 s.m.m.l.v.) para la señora María Ana Tilcia Aguirre, en condición de abuela del menor fallecido.

CUARTO.- Ejecutoriado el presente fallo devuélvase al Tribunal del origen. 

QUINTO.- Sin costas 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

MAURICIO FAJARDO GÓMEZ
                HERNÁN ANDRADE RINCÓN

GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Al respecto puede consultarse la sentencia de 7 de septiembre de 2004. exp.14.869, actor: Roberto Vargas.


� Sostiene la doctrina que “Para encontrarse en condiciones de reprochar una falta de vigilancia al demandado, la víctima debe probar que aquél soportaba esa obligación de vigilancia en el momento preciso de la realización del daño...La obligación de vigilancia se extiende incluso a las horas consagradas al recreo y a los paseos; comienza desde que el alumno queda autorizado para entrar en los locales destinados a la enseñanza y cesa desde el instante en que sale de ellos, a menos que el profesor se encargue de la vigilancia de los alumnos durante el trayecto entre el colegio y la casa; subsiste también aunque no sea ejercida efectivamente, si el profesor se ausenta sin motivo legítimo”. (MAZEAUD TUNC. Responsabilidad Civil Delictual y Contractual. Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa América, 1977, primer tomo, volumen II, pág. 545).





� Sentencia de 7 se septiembre de 2004, ya citada.


� Ver sentencias de 18 de febrero de 2010, expediente No. 17533, de 23 de agosto de 2010, expediente No. 18657 y de de 24 de marzo de 2011, expediente No. 19032.


� Así, en sentencia del 21 de febrero de 2002, expediente No. 14.081, se condenó a la entidad demandada por la muerte de un alumno que se ahogó durante la realización de un paseo programado por el colegio, por considerar que no se tomaron las medidas preventivas necesarias para garantizar la seguridad de los alumnos y que a pesar de que los profesores les habían prohibido nadar en el río, no había lugar a reducir la responsabilidad de la entidad porque el daño no se produjo como consecuencia de la desatención de la orden, sino porque “La administración al desarrollar su labor educativa, olvidó que simultáneamente debía garantizar la seguridad en la salida pedagógica, ya que no incluyó el apoyo en la vigilancia del grupo para evitar que se pusiera en peligro la vida de los alumnos”, como tampoco había previsto los riesgos a los cuales se exponía a los alumnos al llevarlos al lugar donde ocurrieron los hechos, “evento que por ser organizado y autorizado por las autoridades educativas debía presumirse brindaba las mínimas condiciones o garantías para una estadía libre de riesgos”. En igual sentido, sentencias de 13 de febrero de 1997, exp. 11.412 y de 20 de febrero de 2003, exp. 14.144.





� Consejo de Estado - sentencias de 6 de septiembre de 2001 Exp.13232 y 15646.





